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PDF de la disposición 

Aspectos mercantiles y civiles del Real Decreto-ley 34/2020, de 17 de noviembre, de medidas 

urgentes de apoyo a la solvencia empresarial y al sector energético, y en materia tributaria, que 

entra en vigor el día 19 de noviembre. 

 

MEDIDAS EXTRAORDINARIAS APLICABLES A LAS PERSONAS JURÍDICAS DE 

DERECHO PRIVADO 

Excepcionalmente, durante el año 2021, a las sociedades de capital previstas en el artículo 1 del 

Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley 

de Sociedades de Capital, se les aplicarán las siguientes medidas: 

a) En el caso de las sociedades anónimas, aunque los estatutos no lo hubieran previsto, 

el consejo de administración podrá prever en la convocatoria de la junta general la 

asistencia por medios telemáticos y el voto a distancia en los términos previstos en los 

artículos 182 y 189 del Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, y del artículo 521 

del mismo texto legal, en el caso de las sociedades anónimas cotizadas, así como la 

celebración de la junta en cualquier lugar del territorio nacional. 

b) En el caso de las sociedades de responsabilidad limitada y comanditaria por 

acciones, aunque los estatutos no lo hubieran previsto, podrán celebrar la junta 

general por videoconferencia o por conferencia telefónica múltiple, siempre que todas 

las personas que tuvieran derecho de asistencia o quienes los representen dispongan de 

los medios necesarios, el secretario del órgano reconozca su identidad, y así lo exprese 

en el acta, que remitirá de inmediato a las direcciones de correo electrónico. 

Excepcionalmente, durante el año 2021, aunque los estatutos no lo hubieran previsto, las juntas 

o asambleas de asociados o de socios del resto de personas jurídicas de Derecho privado 

(asociaciones, sociedades civiles y sociedades cooperativas) podrán celebrarse por 

videoconferencia o por conferencia telefónica múltiple siempre que todas las personas que 

tuvieran derecho de asistencia o quienes los representen dispongan de los medios necesarios, 

el secretario del órgano reconozca su identidad, y así lo exprese en el acta, que remitirá de 

inmediato a las direcciones de correo electrónico. 

Excepcionalmente, durante el año 2021, aunque los estatutos no lo hubieran previsto, las 

reuniones del patronato de las fundaciones podrán celebrarse por videoconferencia o por 
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conferencia telefónica múltiple, siempre que todos los miembros del órgano dispongan de los 

medios necesarios, el secretario del órgano reconozca su identidad, y así lo exprese en el acta, 

que remitirá de inmediato a las direcciones de correo electrónico de cada uno de los 

concurrentes. 

 

PRORROGA DE LAS MEDIDAS PARA EVITAR LA INSOLVENCIA 

Con este Real Decreto-Ley se prorrogan algunas de las medidas adoptadas por la Ley 3/2020, de 

18 de septiembre con el objetivo de mantener la continuidad económica de las empresas, 

profesionales y autónomos que sufren dificultades económicas derivadas de la excepcional 

situación ocasionada por la pandemia o que, con anterioridad a la crisis del COVID-19, venían 

cumpliendo regularmente sus obligaciones económicas, así como las derivadas de un convenio, 

de un acuerdo extrajudicial de pagos o de un acuerdo de refinanciación.  

De esta manera, por un lado, se amplía a 14 de marzo de 2021 la suspensión del deber de 

solicitar la declaración del concurso de acreedores, así como la obligación del juez de admitir a 

trámite las solicitudes de concurso necesario presentadas por los acreedores. 

Por otro se amplía el alcance temporal de las medidas de inadmisión a trámite de una 

declaración de incumplimiento de acuerdo de refinanciación, de convenio o de acuerdo 

extrajudicial de pagos, siempre condicionadas a la renegociación de un nuevo acuerdo o 

convenio.  

Este régimen, que se encontraba vigente para las solicitudes de incumplimiento presentadas 

hasta 31 de octubre, sigue aplicándose en sus mismos términos. Lo que establece este Real 

Decreto-ley es la posibilidad de aplicarlo a las solicitudes de declaración de incumplimiento que 

se presenten entre el 31 de octubre de 2020 y el 31 de enero de 2021. 

 

APOYO A LA SOLVENCIA EMPRESARIAL 

Extensión de los plazos de vencimiento y de carencia de las operaciones de financiación a 

autónomos y empresas que han recibido aval público canalizado a través del Instituto de Crédito 

Oficial. 

El plazo de vencimiento de los avales liberados al amparo del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 

de marzo, se extenderá por un periodo adicional máximo de tres años, siempre y cuando se 

cumplan los requisitos que se establecen y el vencimiento total de la operación avalada no 

supere los ocho años desde la fecha de formalización inicial de la operación. 

La ampliación del vencimiento del aval coincidirá con la ampliación del vencimiento del 

préstamo avalado. 



 

  

A solicitud del deudor que cumpla con los requisitos se aumentará el plazo de carencia en la 

amortización del principal de la operación avalada en un máximo de doce meses adicionales, si 

el plazo total de carencia, teniendo en cuenta la carencia inicial, no supera los 24 meses. El 

capital correspondiente a las cuotas del periodo de carencia podrá, previo acuerdo de las partes, 

acumularse a la última cuota del préstamo, prorratearse en las cuotas restantes o amortizarse 

mediante una combinación de ambos sistemas. A falta de acuerdo, se prorrateará en las cuotas 

restantes. 

• Las entidades de crédito y demás establecimientos regulados mantendrán hasta el 30 

de junio de 2021 los límites de las líneas de circulante concedidas a todos los deudores 

que cumplan los requisitos señalados en este artículo y gocen de un préstamo avalado 

al amparo bien del RD-ley 8/2020 o 25/2020, de 3 de julio. 

• Para que el deudor pueda solicitar la aplicación de las medidas previstas en el apartado 

anterior, deberá cumplir una serie de requisitos en entre los que destaca la necesidad 

de solicitud y la ausencia de morosidad en los términos previstos. 

• Cuando los aplazamientos previstos en esta norma se vayan a formalizar en documento 

público, la entidad financiera elevará a público o requerirá la intervención del acuerdo 

de financiación, unilateralmente y, en su caso, la garantía del Instituto de Crédito Oficial 

y otros fiadores y avalistas, siempre que el deudor no manifieste expresamente su 

voluntad de comparecer ante el notario para el otorgamiento bilateral. 

• Podrán formularse ante el Banco de España las reclamaciones derivadas del presunto 

incumplimiento por las entidades financieras de las disposiciones contenidas en este 

artículo, que recibirán el mismo tratamiento que las demás reclamaciones cuya 

tramitación y resolución corresponde al citado Banco de España. 

• Las entidades dispondrán de un máximo de 30 días naturales para resolver la solicitud 

del deudor y en caso de que la solicitud sea estimada, comunicar al Instituto de Crédito 

Oficial la solicitud de la modificación de los términos del aval 

• Será posible comunicar al Instituto de Crédito Oficial solicitudes de modificación de los 

términos del aval hasta el 1 de junio de 2021.  

Con el fin de minimizar los costes derivados de esta extensión, este Real Decreto-ley prevé una 

rebaja de los aranceles notariales y registrales, en los casos en que estos tuvieran que ser 

satisfechos para la novación, el aplazamiento, la inscripción o la elevación a público o 

intervención de las operaciones correspondientes. 

 

POTENCIACION DEL ACCESO AL CAPITAL DE LAS PYME  

En aras a potenciar el acceso al capital de las PYME, se introducen medidas que incentiven el 

desarrollo de los mercados de financiación alternativa y, en particular, de los mercados de PYME 

en expansión, para garantizar un adecuado acceso a los recursos financieros no bancarios. 

Se modifica el texto refundido de la Ley del Mercado de Valores, y se eleva el umbral de 

capitalización a partir del cual una empresa está obligada a solicitar que la negociación de sus 

acciones pase de realizarse exclusivamente en un mercado PYME en expansión a realizarse en 



 

  

un mercado regulado. Se considera que este incremento estimulará la profundidad y liquidez de 

los mercados PYME en expansión y aumentará su atractivo, lo cual redundará en mayores 

recursos para estas empresas y contribuirá a fomentar la variedad de fuentes de financiación a 

su disposición. 

 

PROTECCION A SECTORES ESTRATEGICOS DE INVERSIONES EXTRANJERAS  

La Ley 19/2003, de 4 de julio, sobre régimen jurídico de los movimientos de capitales y de las 

transacciones económicas con el exterior, añadiendo un nuevo artículo 7 bis de suspensión del 

régimen de liberalización de determinadas inversiones extranjeras directas en España.  

A través de la disposición transitoria única se establece un régimen transitorio hasta el 30 de 

junio de 2021 por el que el régimen de suspensión de liberalización de determinadas 

inversiones extranjeras directas regulado en los apartados 2 y 5 del citado artículo 7 bis, se 

aplicará también a las inversiones extranjeras directas sobre empresas cotizadas en España, o 

sobre empresas no cotizadas si el valor de la inversión supera los 500 millones de euros, 

realizadas por residentes de otros países de la Unión Europea y de la Asociación Europea de 

Libre Comercio.  

A estos efectos, se considerarán sociedades cotizadas en España aquéllas cuyas acciones estén, 

en todo o en parte, admitidas a negociación en un mercado secundario oficial español y tengan 

su domicilio social en España. 

A efectos de este régimen transitorio, se entenderá por inversiones extranjeras directas aquellas 

inversiones como consecuencia de las cuales el inversor pase a ostentar una participación igual 

o superior al 10 por 100 del capital social de la sociedad española, o cuando como consecuencia 

de la operación societaria, acto o negocio jurídico se adquiera el control de dicha sociedad en el 

sentido del artículo 7.2 de la Ley 15/2007 de Defensa de la Competencia, tanto si se realizan por 

residentes de países de la Unión Europea y de la Asociación Europea de Libre Comercio 

diferentes a España, como si se realizan por residentes en España cuya titularidad real 

corresponda a residentes de otros países de la Unión Europea y de la Asociación Europea de 

Libre Comercio. Se entenderá que existe esa titularidad real cuando estos últimos posean o 

controlen en último término, directa o indirectamente, un porcentaje superior al 25% del capital 

o de los derechos de voto del inversor, o cuando por otros medios ejerzan el control, directo o 

indirecto, del inversor. 

 

INGRESOS PROCEDENTES DE LAS SUBASTAS DE DERECHOS DE EMISIÓN DE GASES 

DE EFECTO INVERNADERO PARA EL EJERCICIO 2020.  

Se incrementa el límite máximo de las transferencias al sistema eléctrico provenientes de los 
ingresos de las subastas de derechos de emisión de gases de efecto invernadero, con los límites 
del noventa por ciento de la recaudación total y hasta un máximo de mil millones de euros. 



 

  

También se incrementa el límite máximo de las transferencias a actuaciones de lucha contra el 
cambio climático provenientes de los ingresos de las subastas de derechos de emisión de gases 
de efecto invernadero, con los límites del diez por ciento de la recaudación total y hasta un 
máximo de cien millones de euros. 

La crisis del COVID-19 sobre la demanda y los precios de la electricidad, han provocado una 
reducción de los ingresos regulados del sistema eléctrico, tanto los provenientes de los peajes 
de acceso, directamente proporcionales a la potencia contratada y energía consumida, como los 
vinculados a la recaudación de los tributos creados por la Ley 15/2012, de 27 de diciembre, de 
medidas fiscales para la sostenibilidad energética, que dependen directamente de la cantidad 
de electricidad consumida y generada y del valor de dicha energía en el mercado. 

Se justifica la media  por las estimaciones actuales de ingresos y costes regulados que, según 
señala la exposición de motivos, requieren adoptar medidas tendentes a minimizar las 
desviaciones transitorias dentro del ejercicio de 2020, que afectan a la liquidez de los sujetos de 
liquidación, así como los eventuales desajustes temporales en el cierre de este ejercicio, que 
provocarían una subida automática de los peajes y cargos, de acuerdo con el artículo 19 de la 
Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico. 

Asimismo, la justificación del incremento del límite máximo de las transferencias a actuaciones 
de lucha contra el cambio climático provenientes de los ingresos de las subastas de derechos de 
emisión de gases de efecto invernadero, se encuentra en que la agenda de la transición 
ecológica socialmente justa requiere de anticipación para reducir la vulnerabilidad a los 
impactos y riesgos y reducir emisiones. 

 

NORMAS COMUNES MERCADO INTERIOR DEL GAS 

Este Real Decreto-ley incorpora a nuestro ordenamiento jurídico los cambios legislativos 
introducidos por la Directiva (UE) 2019/692 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de 
abril de 2019, por la que se modifica la Directiva 2009/73/CE sobre normas comunes para el 
mercado interior de gas natural, con el objeto de reducir los obstáculos a la plena realización del 
mercado interior de gas natural que se derivan de la inaplicabilidad de las normas del mercado 
de la Unión a los gasoductos de transporte con destino u origen en países no pertenecientes a 
la Unión Europea. 


